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PYMES	 Pequeñas y medianas empresas
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UNPH	 Unión Nacional de Productores de Hortalizas, México
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En el 2008 el Instituto Interamericano de Cooperación para la 
Agricultura (IICA) inició un proceso de reflexión sobre la nece-
sidad de revalorar la agricultura y la vida rural en las Américas, 
con base en su visión del desarrollo sostenible. Para ello se dio 
a la tarea de analizar temas críticos que permiten formular nue-

vas propuestas alternativas en un contexto internacional caracterizado por 
la alta volatilidad de los precios en los alimentos básicos.

Durante este proceso, se presentaron diversas crisis (de precios altos, ener-
gética y financiera) con alcances globales sin precedentes en la historia re-
ciente. En el caso de la agricultura y el medio rural de las Américas, estos 
episodios marcaron un antes y un después en las prioridades de los gobier-
nos y en las estrategias de los países para enfrentar la recesión económica y 
sus implicaciones para el desarrollo, la seguridad alimentaria y el combate 
a la pobreza. 

El análisis de este complejo contexto acumula desafíos de trasfondo, como 
el cambio climático, el incremento de la demanda de alimentos en países 
emergentes, la producción de bioenergía, los costos crecientes de los fletes 
internacionales, la especulación y la reducción de las reservas de alimen-
tos, que tienen implicaciones para la institucionalidad agrícola y rural. Ese 
escenario revela la necesidad de revisar los enfoques tradicionales de las 
agencias de cooperación y financiamiento, así como la esencia de las medi-
das de política que adopten los países.

Con base en este proceso de análisis y reflexión, el IICA elaboró el docu-
mento titulado “Agricultura de América Latina y el Caribe: bastión ante la 
crisis mundial y motor para el desarrollo”, cuyo punto de partida fue re-
pensar el modelo de desarrollo vigente y revalorar el papel de lo rural. Este 
proceso contribuyó, además, a la elaboración del Informe “Perspectivas de 
la agricultura y la vida rural: una mirada hacia América Latina y el Caribe”, 
como producto de una alianza entre la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe (CEPAL), la Organización de las Naciones Unidas para 
la Agricultura y la Alimentación (FAO) y el IICA. Este informe será presen-
tado en la V Reunión Ministerial “Agricultura y Vida Rural” por realizarse 
en octubre del 2009 en Jamaica. 

Como parte de este esfuerzo, también se elaboraron otros documentos de 
soporte que conforman la serie de publicaciones titulada: “Crisis global y 
seguridad alimentaria”. 

Presentación
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Precisamente el documento “Nueva institucionalidad para la Agricultura 
en América Latina y el Caribe en el contexto actual”, elaborado por el con-
sultor Carlos Pomareda, forma parte de esta serie. El principal objetivo de 
este documento es analizar la pertinencia de la institucionalidad vigente 
para la agricultura en el contexto actual e identificar y analizar tendencias 
en políticas e instituciones para la agricultura en la Región.

El documento incluye los siguientes ejes temáticos:

•	 ¿Por qué una nueva institucionalidad para la agricultura? Evolución de 
las políticas e instituciones.

•	 Importancia de las sinergias intersectoriales.
•	 Los nuevos roles públicos y privados (se incluyen las organizaciones 

de la sociedad civil).
•	 Casos exitosos de nuevas instituciones y mecanismos de articulación 

público-público y público-privado. El rol de las negociaciones entre es-
labones de la cadena.

•	 Sinergias entre la agricultura familiar y la agricultura comercial. 

También forman parte de esta serie otros estudios realizados por especia-
listas calificados, quienes han plasmado en sus escritos diversas alternati-
vas para el mejoramiento de la  agricultura y el medio rural. Toda la serie 
también está disponible en el sitio web www.iica .int para su consulta en 
versión digital.

Rafael Trejos
Director Encargado

Unidad de Modernización Institucional-IICA
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El escenario para los actores privados en la agricultura es com-
plejo, debido a una serie de factores externos como la inestabili-
dad económica, comercial, financiera y climática, y la creciente 
presión por alcanzar mayor competitividad. Esto requiere de 
una mayor capacidad de empresas, organizaciones del sector 

privado e instituciones públicas. 

En este sentido, en el presente trabajo se aportan sugerencias para el de-
sarrollo de esta capacidad, a partir del reconocimiento de su estado actual 
y la valoración de la agricultura como una oportunidad de negocio y de 
todos los actores privados, sin excepción, como empresas de diversa di-
mensión y grado de formalidad. La agricultura debe ser considerada como 
parte de un sistema, a través de las cadenas agroalimentarias. También se 
deben diferenciar sus desafíos con respecto a los del desarrollo rural y la 
seguridad alimentaria. 

Para mejorar la capacidad de las instituciones del sector público y de las 
organizaciones del sector privado en la agricultura, es fundamental inver-
tir en ellas. Sin embargo, el cambio no se logra con nuevos organigramas, 
redefinición de funciones y nuevos nombramientos. La inversión debe 
efectuarse con una visión de mediano plazo, objetivos claros y delimita-
ción de funciones de los entes del Estado y de las organizaciones del sector 
privado. La base debe estar en las instrumentos efectivos de aplicación de 
las políticas. 

Asimismo, para lograr mejores entidades, hay que invertir en la simplifi-
cación de procesos y en la mejora de capacidades de las personas, sistemas 
de información y control interno, equipamiento, incentivos y salarios. No 
obstante, estas acciones  requieren de sistemas de evaluación y rendición 
de cuentas en todos los niveles.

Lograr este cambio implica preparar proyectos de desarrollo institucional 
de calidad y convencer a las autoridades de Hacienda de que esta es una 
inversión ineludible para el desarrollo, a fin de que asignen los recursos 
necesarios.

Resumen
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1.1 	 El escenario previsto y las exigencias 

Las alteraciones en todos los precios internacio-
nales y sus implicaciones para la producción, 
comercio y abastecimiento de alimentos e in-
sumos para la agricultura y para las inversio-
nes, han creado grandes inquietudes sobre el 
funcionamiento de los mercados y la necesidad 
de reconsiderar el papel del Estado. Es necesa-
rio reconocer que tal fenómeno es en parte co-
yuntural (entre sequías e inestabilidades en el 
mercado de commodities y especulaciones finan-
cieras) y en parte estructural (demanda creciente 
en China e India). Es necesario también admitir 
que es el reflejo de un proceso más profundo y 
más serio con implicaciones de largo plazo en 
relación con los cambios globales y la creciente 
interacción de todos los mercados.

Los factores estructurales más importantes y 
sus implicaciones se pueden resumir de la si-
guiente forma:

a. 	 La pobreza no se reduce pues, aunque en 
general se revelan ligeras disminuciones en 
los índices de pobreza, el número de pobres 
se incrementa por aumento de la población. 
Aunado a ello , es  más seria la presión que 
se ejerce sobre los gobiernos para atender las 
necesidades asociadas a la pobreza urbana, 
pues los síntomas más visibles se dan en las 
ciudades. Además de que la población que 
hay que atender es mayor, la baja capacidad 
adquisitiva de la gran mayoría exige tener a 
su alcance alimentos baratos y nutricional-
mente  más ricos por cada unidad de gasto.

b. 	 El corporativismo internacional en el sis-
tema agroalimentario se ha expandido de 

forma significativa. Se incluyen en este 
sistema las industrias de insumos, semi-
llas y maquinaria; las comercializadoras 
de granos; las industrias de alimentos y 
las cadenas de supermercados. Ello im-
plica que gran parte de las decisiones so-
bre las compras y ventas y las inversiones 
son tomadas por estas grandes corpora-
ciones. También debe reconocerse que son 
las que mejor aprovechan las oportunida-
des de los acuerdos comerciales. Antes 
y después de los acuerdos, influyen en 
las decisiones políticas, donde también 
se benefician quienes las promueven en 
cada país. 

c. 	 Por último, aunque  no menos importante, 
el cambio climático como proceso de largo 
plazo y su asociada inestabilidad climáti-
ca, crean severos efectos en la producción 
agropecuaria. Implican una mayor varia-
bilidad de los rendimientos, usualmente 
mayores costos asociados con dicha va-
riabilidad (como prevención o como con-
secuencia de plagas y enfermedades) e 
inestabilidad en los volúmenes produci-
dos, los precios y los ingresos de los pro-
ductores. Esto implica que las  empresas 
tengan que realizar  una mejor planifica-
ción y tomen decisiones en un ambiente 
de creciente incertidumbre y no solo de 
mayor riesgo. Esta implicación se dirige 
también hacia los gobiernos y en ambos 
casos se añade una nueva exigencia al 
presupuesto.

Los tres factores estructurales antes mencio-
nados a su vez conllevan tres implicaciones 
adicionales. 

1. Introducción 
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1. 	 Los arreglos que se puedan dar por la vía 
de los mecanismos de mercado pueden ser 
socialmente poco equitativos

2. 	 Las asignaciones del mercado tienden a 
favorecer acomodos de corto plazo, pero 
no logran crear bases para un desarrollo 
sostenible.

3. 	 Estas condiciones deben ser tomadas en 
cuenta al definir las nuevas políticas para 
la agricultura y la capacidad institucional 
para aplicarlas.

La complejidad del entorno exige un rol más 
vigilante, estimulador de una nueva forma de 
hacer agricultura e interventor prudente por 
parte del Estado y un conjunto de políticas 
congruentes con dicho papel. Ello exige del 
Estado mayor capacidad, renovación y más 
agilidad. El gran riesgo es creer que para tal fin 
se deban reconstruir antiguas estructuras bu-
rocráticas que fueron de poca utilidad pública 
y que serían menos útiles ahora. El entorno 
también exige un nuevo papel de las organi-
zaciones del sector privado en la agricultura, 
responsables de la entrega de bienes públicos 
de alcance sectorial o bienes públicos para sec-
tores específicos. 

1.2 	 La multi-dimensionalidad 
	 de la institucionalidad

Ocuparse del tema de la institucionalidad reque-
rida en la agricultura,  objeto de este documen-
to, requiere un sacrificio de las generalidades y 
de la amplitud para poder focalizar en algunos 
aspectos particulares. El trabajo se aborda con 
las siguientes limitaciones expresas:

Respecto a la institucionalidad, el trabajo se 
centra en las organizaciones como tales y su res-
ponsabilidad en la gestión de las políticas. Por 

lo tanto, obvia una discusión de la instituciona-
lidad en el sentido amplio de la acepción, la cual 
se refiere básicamente a los mercados, las leyes 
reglamentos y las organizaciones.2 Se presentan 
apreciaciones muy puntuales sobre las leyes, las 
normas y los mercados con base en el análisis 
efectuado en capítulos previos, del conjunto de 
estudios encargados por el IICA. 

El compromiso aquí asumido es tratar lo ins-
titucional solo en relación con la agricultura y 
más adelante se hace referencia a lo que es la 
agricultura. Esto evita ocuparse del tema de las 
organizaciones para el desarrollo rural, el cual 
es objeto de estudio en otro trabajo de investiga-
ción. Se reconocen los vínculos entre la agricul-
tura y otras actividades en el medio rural y las 
responsabilidades de las organizaciones de agri-
cultores a nivel de territorios o espacios locales.

Otro compromiso adquirido corresponde a re-
ferirse solamente a  los mercados específicos y 
a las cadenas de creación de valor o también 
referidas como las cadenas agroalimentarias, 
donde se destacan los arreglos institucionales 
privados (acuerdos de competitividad, agri-
cultura de contrato, entre otros) a lo largo de 
dichas cadenas. 

Este estudio se limita a la institucionalidad pú-
blica y la privada, pero de derecho público en la 
agricultura; es decir, lo que es competencia de los 
ministerios de agricultura (MAG) y entidades del 
sector público agropecuario (SPA). En lo privado, 
incluye a los gremios agropecuarios, de cúpula, 
los de rubro y los de cadena. Las universidades, 
centros de investigación y otros no se incluyen en 
este análisis, excepto cuando mantienen algún 
vínculo con las organizaciones del SPA.

El abordaje del tema de las nuevas responsabi-
lidades de las instituciones en la agricultura su-
giere que estas se encuentren mejor preparadas 

2 	 En el Informe sobre el Desarrollo Mundial 2002 (Banco Mundial) y en el Informe sobre el Comercio Mundial 2004 (OMC) se ofrecen 
análisis útiles sobre las relaciones entre los mercados y las instituciones. 
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para una relación fructífera con otras entida-
des del Estado responsables de políticas que 
influyen directamente en la agricultura. Esto 
concierne a los ministerios de economía y co-
mercio, de ambiente, de salud, de hacienda, 
entre otros.

1.3 	 Organización del documento

Con el propósito de abordar los aspectos antes 
referidos, el documento se ha organizado en 
cinco secciones.

•	 Sección 1. Se refiere al escenario previsto y las 
exigencias que justifican el presente estudio. 

•	 Sección 2. Se brinda un marco conceptual 
de referencia para el análisis, el cual cons-
tituye la base teórica que orientar las apre-
ciaciones y propuestas del estudio.

•	 Sección 3. Se presenta un breve diagnóstico 
de la institucionalidad vigente en la agri-
cultura. Se trata de un análisis de categorías 

de organizaciones y de relaciones públi-
co-privadas, donde se muestran algunos 
ejemplos y se incluyen casos de buenas re-
laciones entre lo público y lo privado.

•	 Sección 4. Se reconoce que el gran desafío 
está en ocuparse de la definición de nuevas 
acciones. En tal sentido se ofrece una pro-
puesta de acciones para la modernización 
de las instituciones, con especial atención 
a los proyectos de desarrollo institucional 
y las limitaciones para su implementación 
exitosa. 

•	 Sección 5. Se presenta un análisis de esce-
narios para mostrar las consecuencias de la 
postergación de las soluciones o asumir la 
responsabilidad para la generación de nue-
va institucionalidad para el desarrollo de la 
agricultura. 

•	 Sección 6. Se sintetizan las conclusiones y 
recomendaciones que a través del docu-
mento se han venido proponiendo.
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2.1 	 De finca a empresa

Las personas y las empresas toman decisiones 
de asignación de recursos en función de sus 
objetivos. Desde el punto de vista de las perso-
nas en su calidad de consumidores, el objetivo 
es el bienestar. Desde las empresas, el objeti-
vo es la rentabilidad de forma sostenida y la 
minimización de riesgos.3 En otras palabras, 
negocios que además de generar ingresos sa-
tisfactorios y estables en el tiempo  permitan 
que se mejore la calidad de los recursos de la 
empresa y de la sociedad. Este tema cobra es-
pecial relevancia en el caso de la agricultura.

La primera observación se refiere a la aplicación 
del término empresa a la organización privada 
de cualquier dimensión y grado de formalidad 
en la que hay un objetivo de generar ingresos. 
Los agricultores, indiferentemente de su grado 
de formalidad, constituyen una empresa priva-
da. Tienen recursos, toman decisiones, realizan 
actividades, generan productos, compran insu-
mos y servicios y venden  productos y servi-
cios, aun los más pequeños y los que no llevan 
cuentas, ni pagan impuestos. Esto es necesario 
para aclarar la diferencia entre un agricultor y 
una empresa.

Esta observación pone en la mesa el primer 
tema de debate para la definición de las políti-
cas públicas y que se refiere a dos aspectos:
 
a.	 Reconocer a los agricultores como empre-

sas privadas en la misma forma que se con-
sidera la pyme en otros sectores. 

b.	 Contar con una política explícita para for-
malizar este sector de la economía.4

Lo anterior es condición para que los agriculto-
res de todas las escalas se puedan insertar ade-
cuadamente a los mercados y ser beneficiarios 
del nuevo sistema de políticas públicas, que se 
analiza más adelante.

2.2 	 Los límites de la agricultura 

Con referencia a las políticas y las organizacio-
nes para la agricultura, en este estudio se in-
terpreta “la agricultura” con base en tres ejes 
discutidos durante los últimos años. Ello per-
mite superar la creencia todavía existente de 
que la agricultura es la actividad primaria, que 
se refiere a los cultivos o que la agricultura es 
sinónimo de lo rural.

a. 	 La agricultura primaria comprende culti-
vos, actividades pecuarias, acuicultura y 
forestería. En todas ellas se usa tierra, agua 
y capital en diferentes proporciones en re-
lación con el conocimiento y otros factores 
de la producción. Algunas de estas activi-
dades son muy extensivas como la gana-
dería tropical de Centroamérica, Colombia 
y Venezuela o de las Pampas Argentinas y 
otras son muy intensivas como los inverna-
deros de flores en Colombia o de hortalizas 
en el noroeste de México o las pozas de ti-
lapia en Costa Rica.

b. 	 La agricultura también comprende las ac-
tividades de procesamiento primario, es 

2.	 Marco conceptual sobre institucionalidad 		
en la agricultura

3 	 El requerimiento explícito de minimización de riesgos vuelve a incluirse en la estrategia necesaria para la agricultura y debe cobrar 
un mayor significado en las medidas de política para lograr que los productores lo incorporen efectivamente en sus decisiones, planes 
de producción y de inversión.

4	 Un primer y necesario llamado de atención es hacia la exclusión de la agricultura cuando se desarrollan los programas de apoyo a las 
pymes.
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decir, las llamadas agroindustrias básicas 
(artesanales y avanzadas) que son parte 
medular de las cadenas. Es decir, incluye 
los molinos de arroz, las desmotadoras 
de algodón, los ingenios de caña, los be-
neficios de café, las queserías y plantas 
lácteas, los mataderos de ganado y cer-
dos, entre otros. El dilema de establecer 
un límite existe cuando algunas de estas 
agroindustrias producen una gran diver-
sidad de alimentos, como por ejemplo las 
plantas lácteas, algunas de las cuales lle-
van a los consumidores hasta doscientos 
productos. En todo caso, si la articulación 
es dentro de la agroindustria primaria y 
no como usuarias de insumos importados 
(como en algunos países, los molinos de 
trigo), es legítimo verlas como parte de la 
agricultura. 

c. 	 La agricultura está fuertemente vinculada 
con las economías rurales en varios aspec-
tos, pero “no es lo rural en su totalidad”. 
Los vínculos son, por ejemplo, a través del 
mercado laboral, cuando en las zonas ru-
rales o peri-urbanas compite en el merca-
do de la mano de obra. Se vincula también 
a través del mercado de servicios para la 
agricultura, especialmente si se reconoce 
que muchos de los oferentes de servicios 
a la agricultura están establecidos en los 
pueblos rurales y las ciudades interme-
dias. Es aquí donde las autoridades del 
sector agricultura requieren un diálogo y 
concertación con las autoridades de otros 
sectores económicos y con los gobiernos 
locales. 

	 La agricultura se vincula también a otras ac-
tividades en el medio rural a través del agua, 
por cuyo uso compiten ahora los pueblos, 
las actividades turísticas y otras actividades 
de la economía. Aquí surge un nuevo tema 
para las políticas, el papel del Estado y la ins-
titucionalidad, el cual se relaciona con otras 
autoridades, como las que norman la gestión 
de los recursos naturales y el ambiente. 

Estas observaciones son el marco conceptual 
de esta investigación, lo cual evita el dilema 
tradicional para la definición de la agricultura, 
la extensión de la agricultura ampliada y el co-
mienzo de lo rural.

2.3 	 Las políticas agrícolas y las políticas para la 
agricultura

Las políticas agrícolas son las que se definen 
y administran desde las entidades del SPA. 
Ellas incluyen las políticas de apoyo a la in-
novación tecnológica, sanidad agropecuaria, 
apoyo a la comercialización, tierras y titula-
ción, riego y drenaje. Estas políticas son  res-
ponsabilidad de los ministerios de agricultura 
(MAG) y de las entidades del sector, incluso 
los servicios de sanidad agropecuaria (SSA), 
los  institutos de investigación agropecuaria 
(INIA) y unidades de extensión agropecua-
ria, los institutos de comercialización, entre 
otros. Otras políticas como las de inocuidad 
son responsabilidad compartida con las enti-
dades de salud.

Cada vez es más evidente que las medidas de 
política que se definen en otras instancias del 
Estado, además de los ministerios de agricultu-
ra, tienen creciente influencia en las decisiones 
que toman los actores privados en la agricul-
tura o que condicionan los grados de libertad 
de las políticas agrícolas. Por ejemplo, las po-
líticas macroeconómicas que definen la tasa de 
cambio,  según su nivel influirán en los precios 
internos de los bienes importados o en los in-
gresos por exportación y, por lo tanto, en las 
decisiones de compra y venta de tales bienes. 
La política tributaria también puede afectar las 
decisiones de inversión en la agricultura y en 
la actividad forestal. Y la política ambiental, 
por su parte, puede imponer condiciones sobre 
manejo de residuos, uso de plaguicidas, cali-
dad de acuíferos, entre otros. 

En cuanto al condicionamiento al que están 
expuestas las políticas agrícolas, los ejemplos 
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también abundan. La política financiera y su 
influencia en las tasas de interés  condicionan 
las políticas de financiamiento del agro. La po-
lítica comercial y en particular el interés por la 
liberalización comercial imponen presión en 
la política comercial agropecuaria e  influyen 
seriamente en las decisiones de disminución 
de la protección arancelaria. Por otra parte, la 
política fiscal es determinante de la disponibi-
lidad de recursos para apoyar la agricultura y, 
por lo tanto, condiciona el presupuesto de los 
ministerios de agricultura y otras entidades 
del sector.

Un aspecto adicional que se debe tomar en 
cuenta en relación con las políticas que influyen 
en la agricultura es el de la condicionalidad que 
se adquiere al suscribir tratados y acuerdos in-
ternacionales. Muchos de dichos acuerdos han 
implicado la modificación de leyes nacionales 
en aspectos ambientales, de propiedad intelec-
tual y otros. Esto implica que a medida que se 
extiendan estos acuerdos, podrían continuar 
las exigencias de cambio en la legislación y, 
consecuentemente, en algunas medidas de po-
lítica que deben ejecutarse.

Lo anterior revela que para proponer y lograr el 
desarrollo de  capacidad institucional en el SPA 
y en las organizaciones del sector privado, se 
deben considerar dos objetivos fundamentales. 

a. 	 Mejorar la eficiencia y la efectividad de las 
políticas agrícolas, a través de instrumentos 
adecuados, y especialmente la prestación 
de servicios asociados a tales políticas. 

b. 	 Contar con la capacidad para influir en las 
autoridades de otros sectores, para que al 
tomar las medidas de política, se conside-
ren sus implicaciones para la agricultura, lo 
cual frecuentemente es desatendido por los 
ministerios de agricultura. 

2.4 	 Las organizaciones se construyen, 
	 eso demanda inversión

En el contexto de los procesos de globaliza-
ción, falta mucho por hacer para lograr que los 
acuerdos internacionales y la transnacionaliza-
ción de los agronegocios generen más benefi-
cios y que estos se distribuyan de forma más 
equitativa. Para ello es necesario que en los  
países se efectúen las modificaciones legislati-
vas necesarias y se brinde el apoyo adecuado 
a los sectores productivos para insertarse con 
ventaja en la corriente de globalización. 

Además de alentar y apoyar sanas economías de 
mercado, es preciso construir capacidad institu-
cional en un sentido amplio (Piñeiro et al. 1999 
y OMC 2004).  Los gobiernos, las organizacio-
nes del sector privado y los organismos de co-
operación y financiamiento internacional deben 
adquirir el compromiso ineludible de contribuir 
al desarrollo de la agricultura mediante la cons-
trucción de esta capacidad institucional. 

Con el propósito de identificar las acciones que 
se deben tomar como parte de la agenda de co-
operación entre el sector privado y el público 
en la agricultura, a continuación se mencionan 
los requerimientos para mejorar la capacidad 
de las organizaciones:

•	 Se debe reconocer que esta capacidad debe 
ser construida en las organizaciones gremia-
les del sector privado agropecuario y en las 
entidades del sector público vinculadas con 
el tema agrícola. Se necesita definir acciones 
complementarias y un proceso gradual de 
transferencia de algunas funciones de los 
ministerios de agricultura (MAG) a las or-
ganizaciones gremiales del sector privado, 
en campos como la sanidad, la inocuidad, 
la innovación tecnológica, la información, 
entre otros.5 En dicho contexto, es preciso 

5 	La capacidad de ambas partes para ofrecer servicios debe diferenciarse de la que poseen las empresas privadas que ofrecen servicios 
a los productores y otros actores en las cadenas. 
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simplificar y redefinir con claridad las fun-
ciones y capacidades en ambos sectores.

  
•	 Hay que superar la visión y organización 

tradicional de gremios segmentados (por 
ejemplo de productores e industriales) con 
el fin de construir gremios que articulen ac-
tores de varios segmentos de la misma cade-
na y los que asuman responsabilidad por su 
sector en determinados territorios. Ellos tie-
nen que cumplir funciones muy específicas 
en cada caso: contar con financiamiento por 
la vía de autogravámenes y mecanismos efi-
cientes de recaudación de fondos; disponer 
de programas de trabajo que incluyan accio-
nes de investigación, capacitación, asisten-
cia técnica, gestión de políticas, contar con 
centros de servicios a los asociados, definir 
su utilidad como factor determinante de cre-
dibilidad y de la voluntad de los asociados 
para sostenibilidad, considerar las leyes y 
acompañamiento estatal para su funciona-
miento, en caso necesario.

•	 La visión y estrategia de las organizacio-
nes deben considerar el cambiante entorno 
internacional, la forma como puede afec-
tar el conglomerado y los requerimientos 
de capacidad de respuesta de la organiza-
ción. Los cambios en el entorno se refie-
ren a los asuntos del comercio de bienes y 
de servicios, los flujos de tecnologías, las 

relaciones corporativas, las normas de sa-
nidad e inocuidad, la integración financie-
ra, el cambio climático, entre otros.

•	 Se debe reconocer que las organizaciones 
van a ser mejores si se definen y llevan a la 
práctica proyectos de inversión para desa-
rrollar capacidad. Es decir, las organizacio-
nes no cambian porque redefinen un plan 
estratégico y cambien su organigrama. Hay 
que invertir a través del tiempo en forma-
ción de recursos humanos, mejores salarios, 
equipamiento, sistemas de información, 
sistemas de control interno, entre otros. El 
punto de partida es la definición de tales 
proyectos de desarrollo de la capacidad en 
la organización y de planes operativos con 
recursos específicos para hacer efectivos los 
planes estratégicos.

Desafortunadamente, aunque se reconoce la ne-
cesidad de integrar los requerimientos anterio-
res, no se han materializado en una estrategia 
de cooperación entre las partes interesadas ni 
en el esfuerzo individual de las organizaciones. 
Por el contrario, se siguen brindando opiniones 
sobre lo que hay que hacer y no se pasa a las ac-
ciones. Continúa existiendo la gran necesidad 
y oportunidad de que los tomadores de deci-
sión de los niveles más altos adquieran el com-
promiso de configurar mejores organizaciones 
para el desarrollo óptimo de agricultura.
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3.1 	 El modelo seguido

En América Latina se ha generado un impor-
tante proceso de liberalización comercial y ello 
ha contribuido al crecimiento económico de 
forma significativa. Muchas empresas en la 
agricultura y la agroindustria han sido partí-
cipes de los beneficios de este proceso. Es así 
que las exportaciones agroalimentarias han te-
nido un desempeño muy positivo en los mer-
cados latinoamericanos y en otros continentes. 
Asimismo, el comercio intrarregional de pro-
ductos de la agricultura  también se ha incre-
mentado entre los países de América del Sur, 
Centroamérica y México.

Los efectos del crecimiento económico y la ex-
pansión comercial en el desarrollo son un tan-
to cuestionables. Las inquietudes adquieren 
condiciones particulares en la agricultura y 
en las economías rurales. Entre otras razones, 
esto ocurre porque los importantes logros en la 
economía de mercado y la liberalización de va-
rios aspectos del comercio internacional no han 
generado suficientes beneficios para las peque-
ñas empresas agropecuarias y los grupos mar-
ginales que no han podido participar directa o 
indirectamente en los prósperos negocios de la 
exportación y de la importación. Las razones 
para ello son múltiples.

Privilegiar el desarrollo del mercado y en parti-
cular del comercio exterior ha sido el derrotero 
de las políticas económicas y de la inversión pú-
blica. Esto se evidencia por el compromiso con 
los objetivos de la estabilidad macroeconómica, 
las condiciones del sistema financiero para fa-
cilitar el comercio y los privilegios tributarios 
(como en el caso de las empresas mineras y las 

zonas francas) y otras medidas para atraer inver-
sión externa. La inversión pública, por su parte, 
también ha privilegiado el comercio, al focalizar 
sus esfuerzos en mejorar puertos y aeropuertos 
y en varios casos, en la  modernización de las 
aduanas. Todo lo anterior ha sido benéfico para 
la agroexportación, pero también para promo-
ver los negocios de importación de alimentos. 
De hecho, estas inversiones han contribuido a 
mejorar el índice de facilidad importadora más 
que el de facilidad exportadora (SIDE 2003).

El Estado estuvo menos comprometido con la 
inversión social y el fortalecimiento de las con-
diciones para estimular la inversión privada de 
pequeña y mediana escala para dirigirla a los 
mercados nacionales de productos de la agri-
cultura. Proporcionalmente se invirtió  menos 
en caminos rurales, escuelas rurales, centros de 
acopio, riego, entre otros, y menos en la mejora 
de los servicios en la agricultura.

Lo anterior revela que no hubo un entendi-
miento claro acerca del papel del Estado en la 
agricultura en el marco de una economía de 
mercado. Esto fue aprovechado por los acto-
res de mayor poder económico, como algunas 
empresas agro-exportadoras, cuyos negocios 
prosperaron, más no así su pago de impuestos 
a la renta, pues continuaban rezagadas las re-
formas tributarias.

Los eventos de los mercados de bienes y los 
mercados financieros ocurridos en los últimos 
dos años trajeron consigo el beneficio de una 
reflexión extendida mundialmente sobre el 
modelo que se estaba siguiendo. Los cambios 
hacia un mejor equilibrio entre el mercado y 
la capacidad de la sociedad parecen haberse 

3. Diagnóstico de la institucionalidad vigente 
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iniciado tanto en los países desarrollados como 
en los países en desarrollo.

3.2 	 Políticas e inversiones para la agricultura

La poca influencia de la política sectorial, la 
menguada capacidad institucional y la fuerte 
influencia de otras políticas se deben en gran 
medida a dos factores de naturaleza política. 

a) 	 La poca importancia que los gabinetes 
de Gobierno y asambleas legislativas (o 
congreso de la República) le brindan a la 
agricultura, con excepción de países como 
México, Argentina, Uruguay y Chile.6 

b) 	 La designación de autoridades sectoriales 
que debían aceptar la política económica y 
comercial. Esta dura realidad es poco ad-
mitida, pero debe hacerse explícita para no 
continuar buscando explicaciones poco sa-
tisfactorias en cuanto a la disminución de la 
importancia de las políticas sectoriales y re-
conocer la gran influencia de otras políticas.

La escasa influencia de los ministros de agricul-
tura en los gabinetes ministeriales se evidencia 
en  su limitada injerencia en la definición de una 
política de Estado para la agricultura.7 Ello ha-
bría implicado un análisis riguroso de los impac-
tos que habrían tenido las medidas nacionales 
en la agricultura. En el caso de Centroamérica, 
en el campo de la política comercial, por ejem-
plo, se privilegió la actividad exportadora, pero 
no siempre se estimuló la articulación con el 
sector productivo primario de pequeña escala, 
de modo que los beneficios han sido capturados 
especialmente por las empresas más grandes, 
varias de ellas de capital extranjero. 

En cuanto a las importaciones, la concentración 
de los beneficios es aún mayor entre empresas 
grandes con fuertes vínculos transnacionales en 
el comercio de granos y de alimentos procesa-
dos. Esta situación contrasta con la de los paí-
ses exportadores de granos, como Argentina y 
Uruguay, y de café, como Colombia, donde la 
participación de los productores ha sido más 
significativa en los beneficios de la exportación.

6 	Esta referencia a la importancia del sector no implica necesariamente que todas las medidas hayan sido las más acertadas para pro-
mover la competitividad de las pequeñas y medianas empresas en la agricultura.

7	 Algunos esfuerzos, como la creación del Gabinete Agroalimentario en Honduras, fueron poco duraderos.

Conclusiones del Informe del Estado de la Región Centroamérica - 2008

El índice de apertura comercial ha aumentado, pero también el déficit comercial; hay 
mayor dependencia de importación de servicios y estas importaciones han crecido más 
que las exportaciones de servicios; la relación comercial con Estados Unidos sigue siendo 
dominante; el comercio intra-regional ha aumentado, con importante participación 
de capitales regionales; aún hay dependencia de exportación de pocos productos y 
atomización de muchos otros; no se han creado efectos multiplicadores hacia los sectores 
productivos.”

Fuente: Estado de la Región 2008.
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Un segundo aspecto que refleja la poca influencia 
de los ministros de agricultura es la disminución 
de la inversión pública en agricultura. En general 
esta se mantuvo estática o disminuyó. La inver-
sión en investigación y apoyo a la innovación fue 

muy limitada, como también la inversión en in-
fraestructura y servicios para riego y drenaje. Sin 
embargo, en algo aumentó la inversión para me-
jorar los servicios de sanidad en la mayor parte 
de los países, aunque con algunas excepciones.

8 Para un análisis detallado de la situación en Centroamérica, véase Pomareda (2008).

Aumento de la inversión pública para la agricultura en Chile

En Chile, mientras que el promedio del presupuesto de los ministerios en el 2009 subirá 
5,7% en términos reales, para el Minagri crecerán en 7,8%, lo que totaliza $346 911 millones 
en el próximo año. En general, el nuevo presupuesto es un visto bueno para las políticas 
del Minagri, que ya el año pasado habían conseguido un crecimiento porcentual similar. 
Sin embargo, los promedios estadísticos pueden encubrir realidades muy diferentes. De 
hecho, en el presupuesto 2009 del Minagri hay claros ganadores y perdedores. Por un 
lado, el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) y la Comisión Nacional de Riego (CNR) 
resultaron ser los niños mimados a la hora de definir las platas. El lado más triste de la 
historia lo vivirán las instituciones ligadas a la transferencia e innovación científica y 
tecnológica, como la Fundación para la Innovación Agropecuaria (FIA) y el Instituto para 
la Investigación Agropecuaria (INIA), que sufrieron una caída y un congelamiento de su 
financiamiento, respectivamente.

Fuente: Revista del Campo 2008. 

Debe admitirse que una de las razones por 
las que no se han logrado mayores inversio-
nes públicas para la agricultura es la limitada 
calidad de los proyectos. Estos son poco in-
novadores y no muestran los efectos directos 
de atraer inversión privada y generar efec-
tos multiplicadores. A ello se suma la limi-
tada capacidad de ejecución de los recursos 
asignados.8

3.3 	 Políticas sectoriales y capacidad de 	
implementación

Ya en 1999 se documentó la debilidad de las ins-
tituciones del sector agropecuario para definir 

con claridad los objetivos de las políticas secto-
riales y los instrumentos  más efectivos para su 
aplicación (Piñeiro et al. 1999). Se destacó que 
la articulación con las fuerzas de mercado esta-
ba poco establecida y que no había claridad so-
bre cómo la apertura comercial exigía nuevas 
políticas sectoriales.

Diez años después, las políticas sectoriales si-
guen definidas en los campos tradicionales: tec-
nología, sanidad, apoyo a la comercialización y 
fomento del riego.  Aunque estas áreas todavía 
son importantes, en general no se ha promovi-
do la creatividad por renovar los instrumentos 
de política. Sin embargo, hay algunos avances 
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y experiencias valiosas en los países que se de-
ben aprovechar mejor, como por ejemplo:

•	 La creación de autogravámenes en manos 
de los gremios agropecuarios para poder 
ofrecer servicios a los asociados y para cofi-
nanciar la investigación.

•	 El establecimiento de fondos competitivos 
para que grupos de productores y el Estado 
co-financien el apoyo a procesos de innova-
ción tecnológica y gerencial.

•	 La transferencia gradual de algunas res-
ponsabilidades en el campo de la sani-
dad agropecuaria a las organizaciones de 
productores.

•	 Los incentivos para la inversión privada en 
obras de riego y drenaje, en lugar de los pro-
yectos de obras públicas para tal propósito.

•	 El apoyo al establecimiento de sistemas 
de información en gremios de cadenas 
agroalimentarias.

A pesar de estas mejoras en los instrumentos 
de aplicación de las políticas, en general no se 
muestra una mejor capacidad en las entidades 
públicas existentes, con algunas excepciones 
como se ha referido antes.

Esta limitada capacidad de implementación de 
las políticas se debe, además de las deficiencias 
en cuanto a instrumentos, a problemas estructu-
rales de las instituciones. En un análisis reciente 
realizado en Nicaragua sobre los factores críticos 
de capacidad institucional (que se señalan en el 
recuadro siguiente), 21 técnicos de instituciones 
públicas y privadas estimaron que en promedio 
la capacidad del sector público era del 42%. En al-
gunos aspectos esta capacidad solo parece llegar 
al 30%. Algunas opiniones fueron más drásticas 
en señalar capacidades que no llegan ni al 20%.

Los requerimientos de capacidad institucional en la agricultura

1) 	 Visión y compromiso de mediano plazo. 
2) 	 Claridad del objetivo de la política y de cada instrumento de política. 
3) 	 Especificidad de los productos, con indicadores adecuados y el momento en que se 

logran.
4) 	 Precisión sobre las responsabilidades de las entidades públicas y privadas, centrales y 

regionales.
5) 	 Congruencia entre la magnitud de la tarea por realizar y la disponibilidad de recursos.
6) 	 Existencia de los recursos en el presupuesto.
7) 	 Disponibilidad oportuna de recursos.
8) 	 Asignación de responsabilidades a personas preparadas, honradas y con motivación de 

servicio.
9) 	 Uso de un sistema de seguimiento y evaluación simple, funcional y  operativo.
10) 	Creación de mecanismos de control social y del Estado  para evitar desvío de los objeti-

vos y corrupción en la administración de las políticas.

Fuente: SIDE 2008.
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Las Fundaciones PRODUCE: una alianza público-privada para la investigación

“En 1995 el Gobierno Federal de México, bajo el marco de su política agropecuaria de-
cidió crear organismos públicos no gubernamentales gestionados directamente por los 
propios productores y cuya misión fuera apoyar a los actores de las cadenas agroalimen-
tarias en la innovación tecnológica para lograr un desarrollo sostenible. A este tipo de 
organismos se les denominó Fundaciones PRODUCE  y se creó una en cada uno de los 
32 estados de la República. Se logra así vincular las inquietudes y necesidades tecnológi-
cas de los productores con los programas de investigación que se estaban desarrollando 
principalmente con el INIFAP; es decir, que los productores manejaran la agenda de in-
vestigación y transferencia de tecnología. En esta forma se hace confluir recursos fiscales 
de la SAGARPA con aportaciones de los productores en algunas Fundaciones, para fi-
nanciar la investigación y transferencia de tecnología, asumiendo que este mecanismo de 
financiamiento sería la vía más eficaz y eficiente para incorporar las señales del entorno 
y para privilegiar los proyectos de investigación y transferencia de tecnología que mejor 
respondieran a las necesidades de los productores. El aporte creciente de los productores 
al total del financiamiento no se ha dado aún.”

Fuente: INCAGRO 2008.

3.4 	 Alianzas entre entidades públicas y organiza-
ciones del sector privado

Las organizaciones del sector privado en la agri-
cultura han aumentado en variedad y número. 
Desde luego una de las razones ha sido la inca-
pacidad de los entes públicos para hacer entrega 
de servicios a los productores. 

La otra ha sido la percepción de algunos pro-
ductores y actores de que el Estado tenía otras 
funciones por atender. En tal caso, si los acto-
res privados no asumían la responsabilidad de 

proveer los servicios, al final los productores se 
quedaban sin estos.  

Un vínculo positivo entre las entidades públicas 
y las organizaciones del sector privado ha sido la 
investigación agropecuaria.Debe recordarse que 
el aporte del Estado al sostenimiento de los INIA 
ha sido decreciente y que los actores privados se 
resistían a realizar  aportes económicos de con-
trapartida, pues no veían resultados concretos ni 
valor agregado a sus contribuciones. La alterna-
tiva ha sido crear instancias de responsabilidad 
conjunta para sectores-cadenas específicas.

Las alianzas público-privadas se han establecido 
también en los campos de la sanidad y la inocui-
dad. Conforme los actores privados reconocen 
que el mercado guía las exigencias de calidad 
e inocuidad de los productos y que aumenta la 
presión para cumplir normas internacionales, 
se asume el compromiso de establecer a nivel 

empresarial las acciones necesarias como las bue-
nas prácticas agrícolas (BPA) y de manufactura, 
sistemas de control en puntos críticos (HACCP) 
y sistemas de trazabilidad. Esas iniciativas pri-
vadas, sin embargo, requieren ser apoyadas por 
las organizaciones de cada sector-cadena y por 
los entes estatales.
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El desarrollo gremial ha surgido también como 
una respuesta a las debilidades de los entes pú-
blicos. No obstante, ha sido más significativo 
para organizaciones de rubro-cadena, que para 
las entidades de cúpula sectorial. Una de las 
razones es que, durante las negociaciones de 

los tratados de libre comercio (TLC), la causa 
de mayor interés era el acceso a mercados. Ello 
implicaba la necesidad de articular intereses 
para limitar la entrada de productos sensibles 
y para conseguir mejor acceso al mercado del 
socio comercial. 

Relaciones público-privadas para asegurar la inocuidad: 
el caso del Instituto Peruano del Espárrago

“La industria del espárrago en el Perú  ha alcanzado para el 2007 un valor de exportación 
de US$266,69 millones. Los esfuerzos más importantes en la atención de los problemas 
de la cadena agroproductiva del espárrago han sido orientados al establecimiento de los 
mecanismos de cooperación, incentivados por el Gobierno y la iniciativa privada. Las 
dos organizaciones más importantes a nivel del sector esparraguero: Instituto Peruano 
del Espárrago y Frío Aéreo Asociación Civil, facilitan la unión de los esfuerzos de los 
productores y exportadores con las instituciones públicas. Las investigaciones, la trans-
ferencia de tecnología, los estudios de mercado y la promoción comercial, la atención a 
la sanidad y la promoción de la calidad, entre otras actividades, son realizadas por estas 
organizaciones con el apoyo del Estado. Uno de los elementos de cambio asociados con el 
éxito del espárrago peruano es el compromiso del sector con la inocuidad y la calidad, in-
corporando la competitividad por la calidad en los planes estratégicos empresariales. Las 
Normas Técnicas Peruanas del Espárrago son establecidas a nivel del Comité Técnico de 
Normalización del Espárrago, en un marco de consenso y transparencia, con la partici-
pación de todos los actores de la cadena, elementos que establecen las bases para la apli-
cación voluntaria de las mismas. En este contexto, las Normas del Codex Alimentarius 
juegan un rol importante. Todos estos factores de cambio asociados al éxito del espárrago 
peruano, que han promovido la alianza público - privada, la asociatividad, las inversio-
nes de capital y la introducción de moderna tecnología, y el aseguramiento de la calidad 
se sostienen en el liderazgo tanto a nivel del sector privado y sector público. Del mismo 
modo, las acciones emprendidas por el Ministerio de Agricultura, en relación con los 
aspectos de sanidad vegetal y las prácticas agrícolas y el Ministerio de Salud, en cuanto 
a la vigilancia y control de la producción a nivel de las empacadoras y procesadoras, son 
otros elementos importantes que actúan a nivel de la cadena del espárrago.”

Fuente: Instituto Peruano del Espárrago 2007.
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La experiencia de CORFOGA para articular intereses de actores en la cadena

“En Costa Rica por largos años se mantuvo una pugna de precios entre las plantas de 
sacrificio de ganado y los ganaderos. En el año 1998 por Ley se crea la Corporación de 
Fomento Ganadero (CORFOGA), en la cual están representados los ganaderos e indus-
triales y un sitio para el MAG. Su fin es el de armonizar  intereses de las plantas y de los 
ganaderos y para fomentar la ganadería. CORFOGA se financia con un autogravamen 
de US$2 por animal sacrificado y genera un fondo anual de US$600 000. Estos recursos 
han servido para desarrollar actividades de investigación, de capacitación, de nuevas 
normas de clasificación de canales, para negociar condiciones de acceso en las negocia-
ciones de TLC y parta fomentar el consumo de carne.”

Fuente: CORFOGA 2008.

Un análisis del desarrollo gremial en 
Centroamérica (Trejos et al. 2005) revela que 
la mayor parte de gremios agropecuarios de 
rubro cadena mejoraron significativamente 
su oferta de servicios en relación con los años 
previos. Una de las razones fue la motivación 
para lograr mejores condiciones de acceso al 
mercado de Estados Unidos en el marco del 
Tratado de Libre Comercio entre este país, los 
de Centroamérica y República Dominicana 
(CAFTA-DR) o para sostener por períodos más 
prolongados la desgravación en el mercado 
interno.

3.5 	 Vacíos de política sectorial

Los vacíos de política sectorial posiblemente 
constituyen uno de los aspectos más importan-
tes por considerar en el momento de plantear la 
modernización de las instituciones del sector. 

A continuación se resumen los resultados del 
análisis de temas que se encuentran en el de-
bate académico, pero que aún no han sido con-
vertidos en instrumentos de política sectorial: 

•	 La formalización y desarrollo empresarial 
en agricultura es una condición necesa-
ria para poder participar en la economía 

de mercado y así cumplir con las normas 
de sanidad, inocuidad, trazabilidad, acce-
so a certificación, entre otras. Por lo tan-
to, esta debe ser un área de política, cuya 
implementación requiere un esfuerzo sus-
tantivo compartido entre el Ministerio de 
Agricultura y la entidad nacional respon-
sable de la promoción de las pymes.

•	 El fomento del mercado de servicios en la 
agricultura debe ser una de las nuevas áreas 
de política. Hay suficiente evidencia de que 
la demanda por servicios es creciente para 
que las empresas agropecuarias sean más 
competitivas, que la oferta proviene espe-
cialmente de pequeñas y medianas empre-
sas y proveedores informales en las zonas 
rurales y que el Estado puede hacer mucho 
por crear capacidad para contar con una 
oferta de mejor calidad de servicios. 

Esta política debe promover el desarrollo de 
los mercados de servicios. Cada servicio tie-
ne su propio mercado. Las organizaciones 
del sector privado pueden ser facilitadoras 
del desarrollo del mercado de servicios en la 
agricultura, mediante su intervención para 
romper las barreras de entrada y facilitar la 
creación y concreción de la demanda.
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Han surgido instancias de carácter gremial para 
ofrecer servicios múltiples a los asociados. Esta 
respuesta ha sido facilitada por apoyos de la co-
operación internacional, entre ellos los recursos 
del Fondo Multilateral de Inversiones (FOMIN) 
del Banco Interamericano de Desarrollo (BID). 

• 	 El manejo de riesgos es un tema que ha sido 
abordado en los últimos años. Se han ana-
lizado experiencias institucionales como 
alternativas para administrar los progra-
mas de seguros agropecuarios. La dificul-
tad ha sido su elevado costo y, por lo tanto, 
el limitado interés de los productores para 
el pago de las primas de aseguramiento y 
la poca anuencia del Estado para otorgar-
les subsidios. Otra limitante es la ausencia 
de programas de reaseguro internacional 
para las carteras de seguros agropecua-
rios. Dadas estas condiciones, las políticas 

deben considerar  el fomento de inversio-
nes en finca que permitan un manejo ade-
cuado de los riesgos. La diversificación de 
actividades, las obras de riego y de drenaje, 
la arborización, los ensilajes y otras deben 
ser alternativas que se fomenten y apoyen 
financieramente.

• 	 El fomento de la industrialización y crea-
ción de valor agregado en el medio rural 
continúa como un vacío importante en la 
política, lo cual debe ser considerado con el 
fin de de evitar que el sector siga siendo un 
proveedor de productos primarios. Se ha 
argumentado que la producción primaria 
debe ser competitiva y que de no serlo, el 
producto puede importarse. Con respeto a 
los principios de la sana competencia, debe 
reconocerse que si la producción primaria 
se articula a las agroindustrias rurales que 

El Programa FORTALECER de la Federación Agraria Argentina (FAA)

En enero de 1997 la FAA y el BID, en su calidad de Administrador del Fondo 
Multilateral de Inversiones (FOMIN), firmaron el Convenio de Cooperación Técnica No 
Reembolsable Programa de Asistencia al Pequeño Productor Rural, el cual  tiene por 
objeto “contribuir al mejoramiento de la gestión empresarial y a la competitividad de 
los pequeños productores rurales en las zonas de Córdoba, Cuyo y la Pampa Húmeda”. 
Para tal fin, promueve “la utilización de un mecanismo institucional, autosostenible 
en el tiempo, para canalizar los servicios empresariales no financieros destinados a 
pequeños productores que  tienen dificultades para acceder a estos servicios”. Los 
servicios que brinda el programa son: información, capacitación, asesoramiento técnico 
y preinversión. 

FORTALECER ha brindado información a 14 210 personas, ha contribuido a la capacita-
ción de 12 571 productores y ha llevado a cabo más de 86 proyectos de asistencia técnica y 
estudios de preinversión con 519 beneficiarios directos. Estos servicios fueron brindados 
por alrededor de 609 técnicos y capacitadores contratados por FORTALECER, para cada 
caso en particular, entre aquellos que integran su base de datos. En ella se encuentran, 
identificados y clasificados por especialidad y región, más de 500 profesionales, previa-
mente evaluados por sus méritos y antecedentes. Estos se desempeñan como consultores 
privados y como docentes e investigadores en las universidades nacionales e institutos 
de investigación.

Fuente: FAA s.f.
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generan productos de calidad y con valor 
agregado, es posible vender en los super-
mercados nacionales y exportar. En este 
caso, el doble beneficio es la captura del 
valor agregado en la economía rural y la 
creación de empleo y mejores salarios para 
quienes laboran en dichas industrias loca-
les. Así pues, la política de fomento de la 
agroindustria rural debe ser incorporada 
en los MAG en colaboración con los minis-
terios de economía e industria.

• 	 Lograr signos distintivos para productos 
de la agricultura y la agroindustria  (iden-
tificaciones geográficas, denominaciones 
de origen) debe ser un objetivo de política 
para aprovechar las cualidades especiales 
de muchos productos frescos como frutas 
y hortalizas y procesados como quesos, 
café y otros. Hay varios casos donde ya se 
está incursionando en las denominaciones 
de origen para dichos productos. Sin em-
bargo, esto requiere de una política esta-
tal para apoyar las iniciativas en curso y 
muchas más. En este caso es necesaria la 
alianza entre las entidades de agricultura 
y las que manejan los asuntos de propie-
dad intelectual.

• 	 Los ingresos por venta de servicios ambien-
tales conforman un campo que se está desa-
rrollando con mucho interés y que requiere 
un marco de políticas e instrumentos espe-
cíficos. Hasta hace poco, los programas eje-
cutados en algunos países se limitaban a los 
servicios ambientales que ofrecen los bos-
ques. Afortunadamente estos programas se 
están extendiendo a los servicios ambienta-
les vinculados con sistemas silvopastoriles 
y cultivos. Esto incluye el secuestro de car-
bono, la protección de laderas para amorti-
guamiento de escorrentías y el cuido de la 
biodiversidad. Las políticas referidas a este 
tema deben ser objeto de una alianza entre 
las entidades del SPA y aquellas responsa-
bles de los asuntos ambientales.

Los vacíos de política sectorial mencionados 
muestran que no solo hay que mejorar la ca-
pacidad institucional para implementar las 
políticas vigentes, sino que se necesitan otras 
capacidades para nuevas áreas de política y la 
utilización de instrumentos más adecuados. 
Para tales fines, se requiere de personal capa-
citado y con motivación para trabajar en estos 
nuevos temas y recursos para la aplicación de 
los instrumentos seleccionados.
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4.1 	 Oportunidades y riesgos ante el nuevo 
escenario de precios

La crisis de alimentos ha llamado la atención 
sobre la necesidad de renovar el marco de polí-
ticas para la agricultura; sin embargo, persisten 
desaciertos.  En el lado positivo, se reconoce la 
necesidad de intervenciones del Estado que 
generen bienes públicos, mejoren capacidades 
para incrementar la competitividad y sienten 
las bases para el desarrollo. En el lado nega-
tivo, se mantienen medidas, cuyos beneficios 
tienden a ser capturados por grupos privados 
de mayor escala, incluso las agroindustrias y 
los distribuidores, o por segmentos reducidos 
de pequeños productores y sin causar impacto 
social significativo. 

Entre las medidas de política, como producto 
de la crisis generada por el aumento en los pre-
cios de los alimentos y los insumos, se incluyen 
la ampliación de la cobertura de los servicios 
públicos de asistencia técnica, la entrega de se-
millas de granos básicos, el subsidio a los fer-
tilizantes y a las primas de seguros. Dentro de 
estas últimas medidas, se incluye también la 
ampliación de recursos crediticios que lamen-
tablemente podrían darse sin la adecuada va-
loración de la probabilidad de que las deudas 
sean amortizadas, situación que se agrava en 
los casos de algunas entidades bancarias esta-
tales con trayectoria cuestionable.

Algunas autoridades del sector han señalado que 
estas intervenciones tienen un doble objetivo: 

a. 	 Apoyar a la producción de alimentos bási-
cos para la población rural pobre (agrícola 
y empleada en el medio rural) que consume 

una parte importante de lo que produce y 
que tendría que pagar precios más altos 
que en las ciudades por los productos que 
se importan. 

b. 	 Aumentar la producción de forma suficiente 
para generar mayores ingresos por los exce-
dentes, mediante el apoyo que reciben y con 
mejores precios. Debe reconocerse también 
que varios de los productos que se apoyan (fri-
jol y maíz blanco en México y Centroamérica 
y papa en los países andinos) se venden en 
mercados locales rurales y son muy poco 
transados en el mercado internacional. 

Son comprensibles la motivación y la buena 
intensión de estas medidas. Sin embargo, se 
ha externado la preocupación sobre la capaci-
dad institucional para su implementación, la 
cuantía de recursos necesarios para lograr una 
cobertura sustantiva y el riesgo de retornar a 
estructuras burocráticas y de corrupción que 
en el pasado dejaron un mal recuerdo y benefi-
cios sesgados hacia unos pocos.

A noviembre del 2008, habían disminuido sus-
tancialmente los precios de los alimentos, tema 
que motivó las intervenciones antes referidas, 
pero ello no es sinónimo de aguas más tranqui-
las. El escenario actual y previsible es de una 
mayor complejidad, donde la incertidumbre 
será un factor dominante. Las condiciones de 
clima, las fluctuaciones de los precios, la ines-
tabilidad financiera y la desaceleración de la 
economía internacional implican serios desa-
fíos. Ello exige mayor capacidad para la plani-
ficación, las decisiones y acciones de los actores 
privados acordes con el escenario actual, lo cual 
no se logra con subsidios a los insumos.

4. La necesaria inversión en desarrollo institucional
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4.2  	Políticas para generar bienes públicos

Es necesario reconsiderar con más claridad la 
responsabilidad del Estado y en particular de 
los ministerios de agricultura para el diseño de 
políticas que permitan generar bienes públicos 
de amplio beneficio en el marco del escenario 
que se avecina. 

Es oportuno reconocer que los ministros de 
agricultura confrontan de forma permanente 
el dilema de la responsabilidad de poner en 
práctica políticas para generar bienes públicos, 
cuando al mismo tiempo están asediados por 
grupos de presión que quieren medidas para 
beneficios de sectores particulares y de empre-
sas. Estas incluyen los tradicionales subsidios, 
protección en frontera, tarifas diferenciadas, 
entre otras.

Se reconoce claramente que entre las medi-
das que ofrecen bienes públicos están el me-
joramiento de la red vial en zonas rurales, los 
programas de sanidad e inocuidad, el fomento 
de inversiones privadas  para el mayor y me-
jor uso del agua para riego, la construcción de 
sistemas de drenaje público, el fomento de las 
agroindustrias rurales, el apoyo a la innova-
ción tecnológica y  la gestión, la información 
sobre las condiciones en los mercados y otras 
políticas. Todas ellas mejoran el conocimiento, 
crean capacidades y “nivelan el campo” para 
inducir a que los actores privados de toda di-
mensión inviertan y realicen mejores negocios 
en la agricultura.9 Estas intervenciones requie-
ren inversiones del Estado con una visión de 
mediano plazo y con claridad sobre su respon-
sabilidad para crear condiciones que permitan 
alcanzar el desarrollo deseado.

Como parte del debate de los últimos años y es-
pecialmente en los últimos meses, se ha desta-
cado la necesidad de contar con una estrategia 

renovada para las políticas sectoriales y, por lo 
tanto, para la inversión pública en agricultura 
a tono con las condiciones de entorno y con los 
objetivos de desarrollo. Un aspecto fundamen-
tal de las políticas y de la inversión pública es 
crear un entorno favorable y una oferta de ser-
vicios que motive, facilite y apoye la inversión 
privada en las múltiples opciones que hay en la 
agricultura y actividades afines. 

Las cinco áreas de política y de inversión pú-
blica estratégica en agricultura se orientarían al 
cumplimiento de los siguientes objetivos: 

1. 	 Innovación tecnológica y en gestión para 
la producción agrícola pecuaria, acuícola y 
forestal. 

2. 	 Mejoras sustantivas en sanidad, inocuidad 
y calidad de los productos y de los recursos 
naturales.

3. 	 Mejor aprovechamiento del agua para au-
mentar la productividad y mejorar el ma-
nejo de riesgos.

4. 	 Creación de más valor agregado en la ac-
tividad agropecuaria y en el medio rural, 
que incluye el mejor manejo post-cosecha, 
desarrollo de la agroindustria rural de cali-
dad y con identidad.

5. 	 Desarrollo de la capacidad de las entida-
des públicas y organizaciones del sector 
privado.

Con variantes entre países, estos cinco ejes 
podrían ser la base de un programa de acción 
estratégica para fomentar la inversión privada 
en la agricultura, desde luego adecuadamen-
te acompañadas por las medidas de política 
macroeconómica, comercial, ambiental y otras 
igualmente relevantes.

9	 El término “actores privados” incluye a los productores de todas las escalas y niveles de formalidad, las agroindustrias, las empresas 
proveedoras de insumos y servicios y otros actores privados que participan en la agricultura.
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Si bien en las cuatro primeras áreas hay siem-
pre un componente de desarrollo de capacidad 
institucional del ente público responsable, en la 
última se incluye una motivación especial, cual 
es el fortalecimiento de la capacidad de los mi-
nisterios de agricultura y de las organizaciones 
del sector privado para el manejo de la política 
sectorial en conjunto, además de su mejor po-
sicionamiento ante otras instancias del Estado. 
Esto permitirá una mejor gestión de otras po-
líticas necesarias para el fortalecimiento de la 
agricultura, como la de comercio, ambiente, tri-
butación e inversión pública. 

4.3 	 La intervención efectiva del Estado

La clave para una intervención efectiva del 
Estado que permita crear las condiciones para el 
desarrollo de la agricultura consiste en la genera-
ción de bienes públicos y la inversión en campos 
esenciales. Estos se pueden agrupar en cuatro 
grandes categorías de funciones estratégicas del 
Estado que enmarcan su intervención en la agri-
cultura a través de la asignación de recursos:

1. 	 Inversiones en obras públicas. Estas son 
fácilmente reconocidas como el medio más 
común donde el Estado debe invertir. De allí 
surge el énfasis en caminos, represas, acue-
ductos, centros de capacitación, drenajes 
públicos, entre otros. Dichas inversiones se-
guirán siendo importantes, pero hay muchos 
otros aspectos que requieren de estas accio-
nes, los cuales se detallan más adelante.

2. 	 Inversión para generar bienes públicos 
incuestionables, como en la prevención y 
erradicación de enfermedades de alto ries-
go, información sobre el sistema legal, co-
nocimiento científico de interés general en 
la agricultura, desarrollo de material gené-
tico que puede convertirse en insumos tec-
nológicos de alto impacto, entre otros.

3. 	 Inversión para mejorar la capacidad de 
las entidades responsables de la entrega 
de los servicios públicos. Esta es una de 
las más olvidadas, pues se cree que con el 
nuevo diseño de los organigramas y los 
nuevos nombramientos se mejora la capa-
cidad de las instituciones. Nada más lejos 
de la realidad. Las instituciones son mejo-
res si tienen equipo, personal calificado, 
sistemas de información con acceso inter-
nacional, sistemas de logística, evaluación 
y seguimiento, entre otros.

4.	 Inversiones públicas para extender el co-
nocimiento, crear capacidades técnicas y 
gerenciales y reducir costos de transacción 
para fomentar los agronegocios. Estas in-
cluyen información para conocimiento en 
sectores específicos para decisiones de inver-
sión y de negocios; educación para adultos 
en diferentes aspectos técnicos, gerenciales, 
económicos y financieros; investigación es-
tratégica para resolver problemas concretos 
de la producción primaria y agroindustrial 
en cada sub-sector; facilitación de negocios 
con terceros en el país o en el exterior; prepa-
ración de proyectos de inversión y negocia-
ción de financiamiento y desde luego otros 
servicios privados y públicos necesarios.

En las tres primeras categorías, se puede anti-
cipar una inversión solo del Estado porque los 
bienes son públicos “in extenso”; es decir, sirven 
a todos los actores en la agricultura. En la cuarta 
categoría, la situación es diferente. No es factible 
que el Estado asuma una responsabilidad total 
en la entrega y el financiamiento de estos últi-
mos servicios, porque adquieren especificidad 
en los distintos sub-sectores de la agricultura. 
Entonces, deben crearse los mecanismos posibi-
liten el cofinanciamiento con los actores priva-
dos. Una de dichas alternativas son los fondos 
competitivos,10 que son aportes del Estado para 

10Al respecto hay numerosas experiencias en Chile, Perú, Colombia, entre otros. Para más información, véase el trabajo de Toro y Es-
pinoza (2003). 
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que, previo aporte de una contraparte de los 
actores privados, se contraten los servicios ne-
cesarios ofrecidos por otros actores. También se 
tienen los fondos de capital de riesgo que en el 
caso de los nuevos ventures permiten que se com-
parta el riesgo de la inversión en innovaciones. 

La lógica del cofinanciamiento para promover 
mercados de servicios es que el Estado realice 
un aporte proporcionalmente mayor con base 
en tres principios: cuanto más conocimiento y 
capacidad aporte el servicio, menos desarro-
llado es el mercado del servicio y más bene-
ficie a productores sin recursos. Los aportes 
del sector privado son factibles por medio 
de autogravámenes. En algunos países como 
Colombia, estos aportes se denominan fondos 
parafiscales.

De acuerdo con lo expuesto en esta sección, es 
posible determinar que el Estado debe invertir 
en agricultura y tiene muchas formas de hacer-
lo en el marco de su responsabilidad de gene-
rar bienes públicos estratégicos.

4.4 	 Invertir para tener mejores instituciones

En el marco de las referidas relaciones de 
mercado, existen fallas e imperfecciones que 
lamentablemente penalizan más a los actores 
menos preparados o menos organizados para 
la acción colectiva. He aquí una de las justifi-
caciones más importantes para que el Estado 
proceda a legislar, normar, educar, informar 
y apoyar a través de sus organizaciones para 
asegurar que el crecimiento contribuya al 
desarrollo. Dentro del Estado, compete a los 
MAG establecer las normas sobre las áreas de 
política, según lo sugerido en la sección ante-
rior de este documento, y orientar a sus enti-
dades satélite para cumplir con las funciones 
específicas.

En América Latina, muchos de los MAG reco-
nocen estas funciones, pero se han visto abru-
mados para actuar más allá de su mandato, 
como en el caso de la amplísima agenda del de-
sarrollo rural o la de la seguridad alimentaria. 

Al mismo tiempo, se han ido convirtiendo en 
instancias muy focalizadas en la solución de 
problemas de corto plazo. Muchos de estos 
problemas se dan por fallas de los mercados, 
conflictos de interés, inestabilidades climáticas 
y otros factores, algunos de los cuales  son co-
yunturales, pero otros son estructurales.

Mientras, los MAG y la mayor parte de sus 
entidades asociadas en el SPA recibían menos 
atención política y menos recursos económi-
cos, han ido perdiendo su capacidad y se han 
desviado de sus funciones. Esta situación se 
ha agravado en todos los países. Solo en el 
año 2008, a raíz del alza en los precios de los 
alimentos, los ministerios han reaparecido 
en la agenda política, para retomar medidas 
de política en la agricultura. Ante esta nue-
va condición, se les están asignando mayores 
cantidades de recursos.

Aunque se ha reducido la capacidad de los 
ministerios y las otras entidades públicas del 
sector agropecuario, se mejoró la capacidad de 
los ministerios de comercio a raíz del interés 
en los tratados comerciales. Al mismo tiempo 
mejoró la capacidad de los gremios agrope-
cuarios de rubro-cadena para participar en 
las negociaciones comerciales, especialmente 
en el acceso a otros mercados, y para evitar 
la apertura comercial desmedida para secto-
res sensibles. Muchos de dichos gremios han 
mejorado su recaudación de ingresos y han 
ampliado la oferta de servicios a los asocia-
dos. El progreso es menos significativo en 
los gremios de cúpula sectorial. Sin embargo, 
aunque se reconocen avances, la gran mayo-
ría de las organizaciones del sector privado 
requieren de un esfuerzo mucho más sustan-
tivo para lograr mayor capacidad en la oferta 
de sus servicios.

En síntesis, el problema es la pérdida de capa-
cidad en los MAG y de las otras entidades des-
centralizadas del SPA, además del insuficiente 
avance en las organizaciones del sector privado 
para cumplir las funciones esenciales de las po-
líticas agrícolas y gestionar que otras entidades 
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del Estado asuman su responsabilidad en un 
escenario que ha cambiado sustancialmente.11

Una pregunta de fondo es: ¿por qué no se 
invierte en el desarrollo de capacidad insti-
tucional? Frecuentemente los cambios de auto-
ridades en el sector surgen de la presión sobre 
una gestión focalizada con resultados de corto 
plazo. De ahí que los esfuerzos de desarrollo 
institucional hayan sido limitados y más bien 
focalizados en reasignación de personal y al-
gunas modificaciones de funciones en las dis-
tintas instancias.12 Las transformaciones más 
sustantivas que podrían haber implicado re-
formas legislativas no se han podido ejecutar, 
aunque debe admitirse que se han realizado 
varios intentos.

Como se mencionó antes, para lograr avances 
significativos en las instituciones se requiere 
de proyectos de inversión. Ello implica redefi-
nición de funciones y cargos, descentralización 
de procesos y mayor presencia y capacidad en 
las zonas donde se realiza la agricultura, capa-
citación en aspectos técnicos y de actitudes del 
personal, equipamiento en informática, labo-
ratorios y vehículos, mejora de la infraestruc-
tura, entre otros. Sin embargo, los ministerios 
de agricultura no han realizado estos tipos de 
inversiones, por lo que los esfuerzos han sido 
parciales e insuficientes.

4.5	 Propuestas para la inversión en desarrollo 	
institucional

El objetivo de la política pública para el de-
sarrollo institucional debe ser lograr que los 
ministerios de agricultura mejoren de forma 
significativa su capacidad para ser rectores de 
las políticas para el sector y lograr que las insti-
tuciones vinculadas  con los ministerios, tanto 

públicas como gremiales, cumplan sus funcio-
nes efectivamente en cuanto a la implementa-
ción de las políticas.

Los objetivos específicos de la política pública 
para el desarrollo institucional serían:

•	 Establecer marcos normativos flexibles y 
mecanismos de concertación público-pri-
vado que faciliten acciones efectivas y lo-
gren desburocratizar procesos.

•	 Definir instrumentos de política novedo-
sos y efectivos en las áreas de competencia 
(tecnología, sanidad, inocuidad, riego, co-
mercialización y otras).

•	 Gestionar políticas complementarias de res-
ponsabilidad de autoridades de fuera del 
sector (comercial, ambiental, tributaria, finan-
ciera, laboral) con el reconocimiento de las 
implicaciones que tienen para la agricultura.

•	 Crear y aportar los recursos necesarios para 
el diseño de instrumentos de política pública 
para la agricultura según la responsabilidad 
de las diferentes entidades del sector. Esto 
concierne a todos los instrumentos de políti-
ca referidos en las secciones anteriores.

•	 Realizar el monitoreo sectorial y reportar 
continuamente el desempeño del sector en-
tendido como el conglomerado de la agri-
cultura y la agroindustria. 

Esta capacidad solo se puede mejorar si se 
clarifican los objetivos y funciones de cada 
institución, se ponen en práctica proyectos de 
inversión para el desarrollo institucional y si se 
cuenta con el personal idóneo acorde con las 
nuevas exigencias. 

11 	Para un análisis detallado sobre el tema en varios países de América Latina, ver Piñeiro et al. (1999) y para Centroamérica, Trejos et al. 
(2005).

12 	Desde luego, no faltan las designaciones de personal que responden a compromisos políticos y de amistad.
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La implementación de las políticas públicas 
para la agricultura requiere entonces que los 
ministerios de agricultura ejecuten proyectos 
de inversión para mejorar su propia capacidad.  
Esta capacidad aumentará cuando los ministe-
rios cuenten con recursos para realizar las si-
guientes actividades:

•	 Sistema de información sectorial que vaya 
más allá de las estadísticas agropecuarias y 
que incluya actores e  información para las 
distintas cadenas.

•	 Censos agropecuarios integrales que inclu-
yan particularidades de las unidades agro-
pecuarias y agroindustriales.

•	 Planes estratégicos para el desarrollo del 
sector, preparación, negociación, segui-
miento y evaluación de los proyectos que 
realizan las entidades públicas del sector.

•	 Apoyo a las organizaciones gremiales del 
sector para crear sus propios autograváme-
nes, definir estrategias, establecer centros 
de servicios de los asociados y convertirse 
en aliados de las instituciones del Estado 
para generar bienes públicos de interés 
para su sector.

•	 Capacitación al personal de todas las insti-
tuciones del sector para el cumplimiento de 
sus funciones en el marco de sus responsa-
bilidades individuales y de la cooperación 
interinstitucional.  

•	 Mejora de su infraestructura, equipos y 
procesos administrativos  para poder ac-
tuar con eficiencia.

4.6 	 Las responsabilidades de terceros

Lograr la modernización de las instituciones 
del sector agropecuario implica superar una 
serie de obstáculos que por años han frustrado 
significativos intentos de mejora. Para ello se 
requiere, entre otras, diseñar estrategias para la 
ejecución de las siguientes acciones:

•	 Convencer a las autoridades de los ministe-
rios de planificación y de hacienda de que 
hay un alto retorno a las inversiones en de-
sarrollo de capacidad institucional.

•	 Convencer a los ministerios de economía o 
autoridades similares de que los autogravá-
menes son un mecanismo financiero efectivo 
para las organizaciones del sector agropecua-
rio y que no crean distorsiones en los merca-
dos ni son absorbidas por los consumidores.

•	 Asegurarse de que no se cambie la esencia 
de las reformas y proyectos de moderniza-
ción institucional que deban ser aprobados 
por las asambleas legislativas o congresos.

•	 Diseñar una estrategia para que la gestión 
de los ministros de agricultura sea por pe-
ríodos más largos y más comprometida 
con procesos complejos. La duración en 
el cargo de Ministro de Agricultura por lo 
general es breve, entre ocho y doce meses 
en promedio. Este lapso tan limitado por 
lo general no es propicio para el estableci-
miento de reformas significativas, a pesar 
de las buenas intenciones.  

•	 Contar con una mayor disponibilidad de 
recursos aportados por los ministerios de 
hacienda, lo cual es sin lugar a dudas un 
factor crítico para lograr la modernización 
de las instituciones. Tales recursos son ne-
cesarios para la adquisición de equipos, 
sistemas de información, contratación de 
personal más capacitado de acuerdo con 
las nuevas funciones y para las liquidacio-
nes salariales del personal que se retira.

•	 Establecer algún mecanismo que logre evi-
tar la injerencia política, las actitudes con-
servadoras del personal que ve amenazados 
sus puestos de trabajo y la posición de los 
sindicatos. La defensa de derechos sindica-
les ha sido un factor crítico que ha impedido 
la mayor parte de los esfuerzos de moderni-
zación de las instituciones del SPA.
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5.1 	 El escenario en general y sus implicaciones

Al corto y mediano plazo los actores privados 
en la agricultura confrontan los desafíos glo-
bales  para todos los actores. Ellos incluyen la 
inestabilidad financiera, la desaceleración de 
la economía global, los gastos del Estado para 
atender problemas sociales y de seguridad y 
los impactos globales del cambio climático.

Además, se enfrentan otros desafíos propios 
de la actividad agropecuaria, como la inciden-
cia del cambio y la inestabilidad climática en 
los rendimientos, los altos precios de los fer-
tilizantes, la creciente presión por la inocui-
dad de los productos y la disminución de la 
demanda en los países desarrollados por los 
productos que se exportan desde la mayor 
parte de los países de América Latina. Para 
los exportadores de cereales, el panorama es 
menos difícil.

La estrategia de mediano plazo para las activi-
dades privadas en la agricultura requiere cua-
tro consideraciones: 

•	 Actuar con más prudencia ante los merca-
dos internacionales, lo cual implica, entre 
otras cosas, diversificar mercados y pro-
ductos, y avanzar en un nuevo equilibrio 
entre los mercados interno, regional e 
internacional. 

•	 Proceder con más consideración ante las 
inestabilidades climáticas, a fin de no co-
rrer riesgos extremos y tomar las medidas 
de previsión necesarias, especialmente por 
la intensificación del riego para que la pro-
ducción sea menos vulnerable.

•	 Adjudicar mucha atención a la innovación 
tecnológica para aumentar la productivi-
dad y la calidad, reducir el uso de agroquí-
micos y bajar el costo de la energía.

•	 Cuidar mucho las condiciones de sanidad 
de los cultivos y los animales y la inocui-
dad de los productos, y así reducir los im-
pactos ambientales negativos.

Es necesario desarrollar medidas de política 
que generen bienes públicos estratégicos, los 
cuales estimulen planes de producción y abas-
tecimiento para el mediano plazo. Dichas me-
didas requieren un marco normativo renovado 
y de inversión pública estratégica en agricultu-
ra, de acuerdo con las sugerencias expresadas 
en este documento.

Las consideraciones sobre seguridad alimen-
taria se han explicitado en varios trabajos de 
investigación y pronunciamientos políticos 
internacionales y programas nacionales. Se ha 
evidenciado la necesidad de un balance entre 
el abastecimiento de los mercados internos 
con productos básicos y la exportación de ru-
bros prescindibles. Al respecto, cada país de-
berá considerar seriamente la viabilidad real 
de regresar a la producción de alimentos bási-
cos después de un prolongado proceso en que 
fueron desincentivados. En los países que han 
profundizado su dependencia de importacio-
nes de granos, la producción competitiva de 
dichos granos apoyada con bienes públicos es-
tratégicos vuelve a ser una opción para muchos 
productores. Sin embargo, para ello se requiere 
más información sobre sus implicaciones en un 
escenario de incertidumbre. 

5. Escenarios previsibles ante los cambios institucionales
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Es posible que la dedicación a estos rubros en al-
gunos casos tiente a abandonar otros en los que ya 
se ha incursionado, para los cuales se han creado 
muchas expectativas y se ha avanzado en cuanto 
a organización, inversiones y vínculos internacio-
nales. Los efectos netos de tales cambios deben 
conocerse en el empleo, la generación y balance 
neto de divisas, los ingresos de los productores y 
los gastos de los consumidores. Además, habrá 
que contar con la estimación del gasto público re-
querido ante los distintos escenarios y en función 
del tipo de medidas que se tomen.

Existe también el riesgo de que ante la situación 
actual se tomen medidas sin una valoración 
adecuada de su efectividad potencial y especial-
mente de los beneficios y de quienes serían los 
beneficiarios. Lo más deseable es, por supuesto, 
que las medidas tomadas generen bienes pú-
blicos que no sean capturados por pocos pro-
ductores o comerciantes. Peor sería regresar a 
estructuras estatales en las que el manejo de los 
productos y del dinero dejó mucho que desear.

En el campo de la inseguridad alimentaria, agra-
vada por el alza en los precios de los alimentos, 
es importante no descuidar la generación de in-
gresos. Una población con mejores ingresos sufre 
menos los embates del incremento de los precios 
de los alimentos. Producir con valor agregado 
para mercados externos con alto poder adquisi-
tivo es una buena forma de generar ingresos y 
empleo mejor remunerado. Por ello, en las nego-
ciaciones comerciales es importante considerar 
las oportunidades de acceso al mercado externo. 
Está todavía pendiente en casi todos los países de 
América Latina el logro de buenas condiciones 
de acceso para productos con valor agregado en 
la Unión Europea, mercado que tradicionalmen-
te ha sido muy protegido para esos productos.

Con base en las apreciaciones presentadas an-
teriormente, las instituciones públicas y las 
organizaciones del sector privado en la agricul-
tura deben guiarse por cinco principios:

•	 Disponer de un marco de políticas reno-
vado y especialmente de instrumentos de 
política más adecuados para orientar la in-
versión privada y ofrecer servicios de for-
ma más efectiva.

•	 Contar con la capacidad técnica para cum-
plir las funciones que le han sido asignadas.

•	 Tener la capacidad técnica y la fuerza polí-
tica para incidir en las decisiones de otras 
instituciones de fuera del sector. 

•	 Trabajar en alianza con entidades públicas 
y organizaciones del sector privado.

•	 Invertir en su propio desarrollo institucional.

Alejarse de estos principios implica mantener 
el status quo de la capacidad institucional, lo 
cual podría generar resultados lamentables, 
según los escenarios que se describen en los si-
guientes apartados.

5.2 	 Escenario A: la institucionalidad 
	 sigue en deterioro

Si no se adoptan los principios para el desarro-
llo de la capacidad institucional en la agricultu-
ra y si no se efectúan las inversiones necesarias 
para lograr la requerida capacidad, puede es-
perarse que el crecimiento por efecto de las 
fuerzas de mercado continúe con su orien-
tación como resultado de la capacidad de los 
propios actores. Ello, sin embargo, podría no 
ser tan venturoso si los mercados externos se 
deprimen y si el poder adquisitivo de la gran 
mayoría de la población en América Latina no 
mejora para comprar más alimentos. 

También se prevé un proceso de pérdida gra-
dual y sistemática de competitividad ante la 
ausencia de regulaciones más enérgicas y de 
apoyo del Estado para mejorar la sanidad y 
la inocuidad, y por la falta de procedimien-
tos para preservar la calidad de los recursos 
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naturales que no estén acompañados por me-
didas de apoyo al sector productor. 

Puede esperarse también que los países que 
son importadores netos de alimentos y en es-
pecial los que son altamente dependientes de 
la importación de granos, lácteos y aceites, pro-
fundicen dicha dependencia.

El resultado agregado será una desaceleración 
del crecimiento de la agricultura y una polari-
zación de los ingresos entre quienes tienen más 
capacidades y los que adolecen de ellas.

5.3 	 Escenario B: la institucionalidad sectorial 
mejora, pero aisladamente

Este es el escenario en el que las entidades del 
sector (públicas y privadas) logran cambios im-
portantes, se incorporan nuevos instrumentos 
de política, se interviene en nuevas áreas (aquí 
sugeridas) y se ofrecen mejores servicios a los 
actores privados. 

En tal caso podrá observarse que se adoptan in-
novaciones tecnológicas, se mejoran las condi-
ciones de sanidad y de inocuidad y en general 
los sectores de exportación y los del mercado 
interno crecen de forma menos dispareja. En 
otras palabras, la competitividad agropecuaria 
aumenta y es más duradera, pero que no alcan-
za los niveles deseables.

Estos cambios, sin embargo, no serán suficien-
tes para lograr una incorporación plena de los 
pequeños productores al proceso de innova-
ción ni la prosperidad sustantiva de las condi-
ciones de pobreza en las áreas rurales.

5.4 	 Escenario C: la institucionalidad 
	 mejora de forma integral

En este caso se considera que además del forta-
lecimiento de la capacidad de las instituciones 
públicas y privadas del sector, los otros minis-
terios hacen la tarea que les compete a favor del 

desarrollo de la agricultura y en el medio rural. 
Esto incluye la inversión en salud y educación y 
en obras de infraestructura como caminos rura-
les y acueductos para proveer agua potable.

En tal caso puede esperarse mayor prosperi-
dad en la agricultura y mayor desarrollo en el 
medio rural. El mensaje es claro: las entidades 
del sector pueden apoyar y lograr el desarrollo 
de la agricultura, pero el del medio rural exige 
el concurso de otras entidades del Estado a ni-
vel nacional y local.

5.5 	 Escenario D: la institucionalidad 
	 internacional también mejora

Esta tarea, aunque no constituye un tema de 
estudio en el presente documento, se incluye 
en el análisis de los requerimientos del desa-
rrollo con una motivación única, la equidad 
internacional. Se procura que se aborde no 
solo la prosperidad de la agricultura en cada 
país, sino también a nivel global, con el fin de 
evitar que se siga polarizando la dependencia 
alimentaria, la degradación de los recursos y 
la pobreza de unos países, mientras otros dis-
frutan de mejores condiciones gracias al orden 
económico y político internacional.

Lograr esta equidad implica que los organismos 
internacionales se comprometan en un esfuerzo 
conjunto por apoyar el desarrollo de capacidades 
de las instituciones nacionales. Es inaceptable 
que a pesar de que se reconocen las limitaciones, 
se tiene la misma visión y hay acuerdos con las 
soluciones, cada organismo continúe brindando 
esfuerzos separados para contribuir a mejorar 
las condiciones institucionales. También resul-
ta difícil de comprender que si hay consenso en 
las limitaciones de los mercados globales, estos 
organismos no sean capaces de incidir para que 
los países desarrollados se comprometan más 
seriamente en el diseño de mecanismos globales 
que realmente contribuyan a la prosperidad de 
las comunidades.
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A continuación se presentan las principales con-
clusiones y recomendaciones de este trabajo:

•	 Existe un deterioro en la capacidad de las 
instituciones públicas del sector de agricul-
tura para diseñar y poner en práctica las 
medidas de política que por años se han 
enunciado. Esta apreciación general tiene 
sus excepciones en varios países y en algu-
nos campos específicos de la política agrí-
cola, cuyas experiencias previas brindan 
un gran potencial de aprendizaje.

•	 Si bien el marco general de políticas es razo-
nable, se logran observar importantes limi-
taciones en la calidad de sus instrumentos. 
Ellos requieren innovarse para lograr más 
impacto y fomentar la inversión privada en 
el sector.

•	 Hay una creciente influencia de las políti-
cas económicas, comerciales, financieras y 
las de otros sectores por crear condiciones 
que afecten las decisiones de los actores en 
la agricultura y de otros que podrían inver-
tir en la agricultura. Ante tal situación, es 
importante que en los ministerios de agri-
cultura se desarrolle la capacidad para to-
mar las decisiones pertinentes.

•	 Ante los nuevos espacios para definir po-
líticas sectoriales, es necesario que en los 
ministerios, otras entidades públicas y or-
ganizaciones privadas se desarrolle la ca-
pacidad para la respectiva implementación 
de tales políticas.

•	 Se ha demostrado la necesidad de que en el 
sector público amplíe la visión sobre las or-
ganizaciones del sector privado y que se les 

considere como aliadas para instrumentar 
las políticas. Para ello deben aprovecharse 
las valiosas experiencias generadas por la 
configuración de alianzas público-privadas 
en áreas de política como la sanidad, la tec-
nología, el riego, entre otros. 

•	 Se han observado avances en la moderni-
zación de las organizaciones del sector pri-
vado, especialmente las de rubro-cadena. 
Varias de ellas han creado autogravámenes 
y están ofreciendo servicios a los asociados, 
las cuales constituyen importantes experien-
cias que también podrían aprovecharse.

•	 No se ha creado suficiente conciencia acer-
ca de la importancia de invertir en el de-
sarrollo de capacidad de las instituciones 
públicas y privadas del sector.  Además, 
las gestiones de las autoridades correspon-
dientes son de muy corta duración y en 
pocas ocasiones se evidencia un verdadero 
compromiso para la modernización institu-
cional, lo cual toma tiempo.

•	 Ante el escenario de precios altos y el reno-
vado interés por apoyar la agricultura, existe 
el riesgo de que se recurra a medidas equi-
vocadas que lejos de estimular el desarrollo 
de capacidades empresariales y reducir los 
costos de transacción, más bien provocan el 
retorno a políticas de apoyo como los privi-
legios y las burocracias inoperantes.

•	 El escenario que se prevé para los negocios 
en la agricultura es complejo y en él domi-
narán las inestabilidades. La planificación 
y las decisiones en condiciones de riesgo 
serán la regla general. Las políticas que se 
pongan en práctica deben considerar seria-
mente estos aspectos.

6. Conclusiones y recomendaciones
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A continuación se sintetizan las recomendaciones necesarias para una nue-
va institucionalidad que permita el desarrollo de la agricultura a partir de 
los escenarios presentados, la experiencia aprendida y las propuestas men-
cionadas, especialmente en la sección precedente:

•	 Realizar en cada país un análisis de la realidad institucional en la agri-
cultura con clara inclusión de las entidades públicas y las organizacio-
nes del sector privado y de sus interrelaciones.

•	 Efectuar un análisis de experiencias de complementariedad público-
privada en los campos de la investigación, la sanidad, el riego, entre 
otros.

•	 Desarrollar un esfuerzo conjunto de los organismos internacionales 
para definir un plan de trabajo para apoyar el desarrollo institucional 
en la agricultura.

•	 Promover en cada país un diálogo entre los ministros de agricul-
tura, de hacienda y planificación sobre la necesidad de invertir 
en agricultura y particularmente en el desarrollo de capacidades 
institucionales.

7. Comentarios finales
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